AUDITO CIUDADANO DE LA JUSTICIA PENAL EN PANAMÁ
El sistema de Justicia ha  empeorado. 

En los últimos 10 años el sistema de Justicia ha empeorado en panamá, según revela una encuesta  realizada por el Barómetro de América. Julio. 2006 por Borges y Asociados, a unas mil quinientas personas, (1,536 encuestados).

De acuerdo con la encuesta realizada,   un 43.7 de los  preguntados, ¿en los últimos 10 años el sistema de justicia ha mejorado, empeorado o  se ha mantenido igual? Dijo que la justicia en Panamá ha empeorado, mientras que un 45.2% dijo que se ha mantenido igual,  mientras que un 11. % considera que la justicia ha mejorado.

Un 55% de los panameños consultados, dijo que prefieren resolver sus problemas en las corregiduría,  un 10.2% dijo que en la Policía, un 6.1% respondió que en los Tribunales de Justicia, un 4.6%  se inclina por la Defensoría del Pueblo, mientras que 5.7% cree en la Mediación, frente a un 12.2% que dijo que no sabia o no respondió, y un 5.9 buscaría otros método para resolver su problemas.

En cuanto al acceso a la Justicia de forma gratuita e ininterrumpida, para aquellos que no tienen como pagar un abogado, el Audito de la Justicia Penal en nuestro país, revela datos interesantes,  y muy poco alentadores. Hasta el 2006, el Instituto de Defensoría del Oficio,  solo contaba  con 67 defensores de oficio, esto se traduce a 2 defensores por cada cien mil habitantes, (100.000.00).

Según la directora Ejecutiva de la Alianza Ciudadana Pro Justicia  Magaly Castillo,  los juzgados de circuitos reciben  más de 100 expedientes al mes, cifras que tiene al sistema a punto de colapsar.   Castillo explicó, que estas cifras significan que el sistema no aguanta más sus debilidades.    Además, que  los resultados de un monitoreo ciudadano  de la justicia penal en Panamá revelan que la justicia ha empeorado. 

El audito de la justicia penal refiere también la situación actual de La Justicia  Administrativa de Policía -siendo ésta aquella que ejercen los Corregidores, Jueces Nocturnos, Alcaldes- revela sus principales deficiencias: inestabilidad en el cargo de los  Corregidores, bajos salarios,  estructura de personal insuficiente, Infraestructuras inadecuadas, falta de recursos, inexistencia de uniformidad y seguimiento en la formación y capacitación; además de carencia de una oficina central receptora de las quejas, y la Falta de un centro nacional de información y estadísticas.

El audito hace hincapié a la Carrera  Judicial y a pesar de que existe la selección de los elegibles que realiza la Comisión de Personal; y el nombramiento lo hace la unidad nominadora, es decir, el superior jerárquico, y dentro del marco de elegibles se mantiene la discrecionalidad de la autoridad nominadora, lo que entra a cuestionar el audito es que este sistema de nombramiento por concurso y, posterior ingreso a la carrera judicial, no es aplicable a los magistrados de la Corte Suprema de Justicia.

Dentro del estudio realizado por la Alianza Ciudadana Pro Justicia, también se cuestiona el hecho que ni en el Órgano Judicial, ni en el Ministerio Público existe evaluación del desempeño, las auditorias que realiza el Órgano Judicial son un mecanismo selectivo, y no existe acceso ciudadano a la información contenida en las auditorias judiciales.

En el Ministerio Público los funcionarios son nombrados discrecionalmente por el superior jerárquico, y pocos son los funcionarios que ingresaron por concurso, y que están en carrera. 

Finalmente en cuanto a la situación de la criminalidad y el sistema penitenciario, el estudio realizado revela que Panamá y San Miguelito fueron los distritos con mayor cantidad de incidentes delictivos en el 2004; juntos registraron 13,486 incidentes, respecto al año 2003, se refleja una disminución de 60.4% de la criminalidad, sin embargo, CONADEC considera que hubo una fuerte omisión de información en los seis (6) primeros meses del año, por parte de la Policía Nacional.

En materia penitenciaria el hacinamiento, la falta de información estadística confiable, sobre los privados de libertad, incremento de presos sin condena, insuficientes programas de rehabilitación, baja asignación presupuestaria para cumplir con la nueva ley penitenciaria, son alguna de las principales debilidades del sistema.

 En este sentido,  es urgente que se  hagan las reformas procesales penales, insertar un sistema garantista de los derechos tanto de la víctima como del procesado o imputado;   exista un cambio de un sistema,  eminentemente, escrito a un sistema eminentemente, oral:  que permita la agilización de las audiencias penales,  así como la aplicación de métodos alternos de solución de conflictos como la mediación penal a través de los diversos  Centros de Mediación del Órgano Judicial y centros de mediación comunitaria, lo que conlleva una mayor inversión para difundir la mediación como forma de resolver conflictos, mejorar la defensa pública y los centros de asistencia legal popular, crear el ente rector de la política criminológica, y medidas para mejorar la confianza de los ciudadanos en la administración de justicia. 
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